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I. Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
21614 LEY 47/2003, de 26 de noviembre, General

Presupuestaria.

JUAN CARLOS I
REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo

vengo en sancionar la siguiente ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I

El proceso de consolidación presupuestaria de los
últimos años, que ha eliminado el déficit de nuestras
cuentas públicas, no sólo ha tenido unos efectos vigo-
rizantes sobre nuestro crecimiento, sino que además ha
fortalecido enormemente nuestros fundamentos econó-
micos como así lo atestigua nuestro comportamiento
diferencial actual, en términos de crecimiento del Pro-
ducto Interior Bruto y de creación de empleo, con el
promedio de los países de la Unión Europea.

El compromiso con la estabilidad presupuestaria es
una de las razones fundamentales que explican por qué
la economía española está siendo capaz de mantener
la senda de convergencia real con los países de nuestro
entorno, incluso en la fase baja del ciclo. En efecto, nues-
tra renta per cápita en paridad de poder adquisitivo ha
pasado de representar en 1995 el 78 por ciento del
promedio comunitario a suponer el 84 por ciento
en 2002 según los últimos datos de Eurostat.

El equilibrio presupuestario sigue apoyando, en pri-
mer lugar, el escenario de estabilidad macroeconómica
que garantiza un marco más eficiente para el desarrollo
de la actividad económica; sigue mejorando, por otro
lado, las condiciones de financiación de nuestra eco-
nomía, generando un importante flujo de ahorro público
y reduciendo el efecto expulsión sobre la inversión pri-
vada, y, por último, dota a los Presupuestos Generales
del Estado de un considerable margen de maniobra para
afrontar el contexto de incertidumbre internacional, dado
que a diferencia de otros países comunitarios, España
puede hoy dejar jugar libremente a los estabilizadores
automáticos y evitar así, la introducción de cualquier
sesgo procíclico en su política fiscal.

Además, el ejercicio de estabilidad presupuestaria es
compatible con la orientación del presupuesto hacia
aquellas políticas que más favorecen la productividad
y el crecimiento a largo plazo, como son la inversión

en infraestructuras y el gasto en investigación, desarrollo
e innovación tecnológica, al tiempo que garantiza una
cobertura holgada del gasto social y la mejora de los
servicios públicos esenciales.

Las Leyes de Estabilidad Presupuestaria han intro-
ducido explícitamente el equilibrio presupuestario en
nuestro ordenamiento jurídico, garantizando que la esta-
bilidad presupuestaria sea, de ahora en adelante, el esce-
nario permanente de las finanzas públicas en España,
tanto a nivel estatal, como a nivel territorial. Así pues,
la medida trasciende del ámbito del Estado y afecta de
pleno a comunidades autónomas y corporaciones loca-
les, para hacer corresponsables de la estabilidad a todas
las administraciones, sin excepción.

Esta disciplina sirve como ancla de las cuentas públi-
cas, y con ella se refuerza la credibilidad de la política
económica del Gobierno. Tal es el caso de las rebajas
de impuestos acometidas en los últimos años que son
interpretadas por los ciudadanos como definitivas y per-
manentes, por lo que se estimula la inversión y el con-
sumo, y con ello el crecimiento económico y la creación
de empleo.

Definido el marco general de equilibrio presupues-
tario, en particular estableciendo un techo de gasto para
el Estado —que le impide gastar más y le estimula a
gastar mejor—, era necesario descender a una esfera
microeconómica para aplicar los principios rectores de
la Ley de Estabilidad a los distintos componentes del
presupuesto. En este sentido, la citada norma, en su
disposición final primera, impone al Gobierno la obliga-
ción de remitir a las Cortes Generales un proyecto de
Ley General Presupuestaria.

Estos principios rectores, todos ello al servicio del
principio general de estabilidad presupuestaria, son tres:
plurianualidad, transparencia y eficiencia. La plurianua-
lidad refuerza la previsión presupuestaria y normaliza
el procedimiento de todas las Administraciones públicas
con los programas de estabilidad y crecimiento; la trans-
parencia es el elemento garante de la verificación y el
escrutinio del cumplimiento de la estabilidad presupues-
taria, y por último, la eficiencia en la asignación y uso
de los recursos públicos debe ser la referencia en la
orientación de las políticas de gasto.

La nueva Ley General Presupuestaria que nace de
estos principios básicos, aspira a conseguir una mayor
racionalización del proceso presupuestario, continuando
el camino iniciado por las leyes de estabilidad presu-
puestaria, a las que desarrolla.

La racionalización se consigue a través de la con-
fluencia de las mejoras introducidas a nivel de sistema-
tización, en tanto que la ley procede a la ordenación
económica y financiera del sector público estatal y sis-
tematiza sus normas de contabilidad y control, y a nivel
de eficacia y eficiencia, estableciéndose un sistema de
gestión por objetivos, disminuyendo la rigidez en la eje-
cución de los créditos presupuestarios e introduciéndose
el principio de responsabilidad de los centros gestores
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Disposición transitoria segunda. Modificaciones presu-
puestarias.

A efectos del trámite de las modificaciones presu-
puestarias que, en su caso, hayan de realizarse en los
presupuestos aprobados para el ejercicio 2004, serán
de aplicación los niveles de vinculación de créditos que
se establecen en el artículo 59 del texto refundido de
la Ley General Presupuestaria, aprobado por el Real
Decreto Legislativo 1091/1988, de 23 de septiembre,
teniendo en cuenta lo dispuesto en el apartado siguiente.

Hasta el término de su vigencia, se modifica el párrafo
b), del apartado 3, del artículo 59 señalado en el párrafo
anterior, que tendrá la siguiente redacción:

«b) En gastos corrientes en bienes y servicios,
los destinados a “atenciones protocolarias y repre-
sentativas” y “gastos reservados”.»

Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

1. Quedan derogadas las siguientes disposiciones:
a) El Real Decreto Legislativo 1091/1988, de 23

de septiembre, por el que se aprueba el texto refundido
de la Ley General Presupuestaria, con efectos de 1 de
enero de 2005, con las excepciones que se indican a
continuación:

El artículo 15, que queda derogado a partir del 1
de enero de 2004.

Los artículos 147 y 148, que quedan derogados a
partir de 1 de enero de 2004, a efectos de la elaboración
de los Presupuestos Generales del Estado para 2005.

Los artículos 149, 150.2 y 150.3, que quedan dero-
gados a partir de 1 de enero de 2004.

Las secciones primera y segunda, del capítulo I, de
su título II, que quedan derogadas a partir del 1 de enero
de 2004, salvo los artículos 49, 59, 62 y 63 que con-
tinuarán vigentes durante 2004, y sin perjuicio de lo
establecido en la disposición transitoria segunda de
esta ley.

El capítulo II de su título II, que continuará en vigor
para los organismos autónomos a los que se refieren
los artículos 60 y 61 de la Ley 50/1998, de 30 de
diciembre, de medidas fiscales, administrativas y del
orden social, hasta tanto se cumplan las previsiones con-
tenidas en la disposición transitoria primera de esta ley.

b) El artículo 21 y la disposición adicional primera
del Real Decreto 2188/1995, de 28 de diciembre, por
el que se desarrolla el régimen de control interno ejercido
por la Intervención General de la Administración del
Estado.

c) El artículo 21 y la disposición adicional segunda
del Real Decreto 706/1997, de 16 de mayo, por el
que se desarrolla el régimen de control interno ejercido
por la Intervención General de la Seguridad Social.

2. Asimismo, quedan derogadas cuantas disposicio-
nes, de igual o inferior rango, se opongan a lo establecido
en esta ley.

Disposición final primera. Modificación del artículo 57
de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que
se regulan las medidas fiscales y administrativas del
nuevo sistema de financiación de las comunidades
autónomas y ciudades con estatuto de autonomía.

Se da nueva redacción al apartado 2 del artículo 57
de la Ley 21/2001, de 27 de diciembre, por la que
se regulan las medidas fiscales y administrativas del nue-
vo sistema de financiación de las comunidades autó-
nomas y ciudades con estatuto de autonomía, en los
siguientes términos:

«2. El Tesoro podrá efectuar anticipos a las
comunidades autónomas a cuenta de los recursos
que hayan de percibir a través de los Presupuestos
Generales del Estado correspondientes a la cober-
tura financiera de los servicios transferidos, para
que aquéllas puedan hacer frente a desfases tran-
sitorios de tesorería, como consecuencia de las dife-
rencias de vencimiento de los pagos e ingresos
derivados de la ejecución de sus presupuestos.

Estos anticipos deberán quedar reembolsados
antes de finalizar el ejercicio económico en que
se satisfagan, salvo si se concedieron a cuenta de
la liquidación definitiva de la participación en los
ingresos del Estado, en cuyo caso se reembolsarán
simultáneamente a la práctica de dicha liquida-
ción.»

El resto del artículo permanece con su actual redacción.

Disposición final segunda. Modificación del artículo 45
de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fun-
daciones.

Se da nueva redacción al apartado 1 del artículo 45
de la Ley 50/2002, de 26 de diciembre, de Fundaciones,
en los siguientes términos:

«1. La constitución, transformación, fusión y la
extinción, y los actos o negocios que impliquen
la pérdida de su carácter de fundación del sector
público estatal o la adquisición del carácter de fun-
dación del sector público estatal de una fundación
preexistente, requerirán autorización previa del
Consejo de Ministros.

En la constitución y en la adquisición del carácter
de fundación del sector público estatal de una fun-
dación preexistente se asegurará, en todo caso,
la designación por las entidades del sector público
estatal de la mayoría de los miembros del patro-
nato.»

El resto del artículo permanece con su actual redacción.

Disposición final tercera. Control financiero.

Las menciones efectuadas por las normas anteriores
a esta ley al control financiero de la Intervención General
de la Administración del Estado se entenderán efectua-
das al control financiero permanente y a la auditoría
pública definidas en los artículos 157 y 162 de esta ley.

Disposición final cuarta. Desarrollo reglamentario.

Se faculta al Gobierno para dictar cuantas disposi-
ciones sean necesarias para el desarrollo y ejecución
de esta ley.

Disposición final quinta. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el día 1 de enero
de 2005.

No obstante lo anterior, entrarán en vigor el día 1
de enero de 2004 los apartados y artículos de esta ley
que a continuación se relacionan:

Del título I de la ley:
Los artículos 2 y 3 del capítulo I, a efectos de la

elaboración de los Presupuestos Generales del Estado
para 2005.

Del título II de la ley:
El capítulo I.
El capítulo II, a efectos de la elaboración de los Pre-

supuestos Generales del Estado para 2005.
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